Red Link v. Dirección Nacional de Comercio Interior 
Cámara Federal de Mar del Plata 
Resumen: Se trata de una apelación que se le impuso a la Red Link que opera en Mar del Plata en virtud de una infracción a la ley de defensa del consumidor. 

En este caso había informado indebidamente al usuario de una tarjeta que le fuera retenida, en uno de los cajeros de la red, sobre los motivos de la retención, que duró quince días, con su consecuente trastorno y perjuicio para el usuario. 

La Dirección Nacional de Comercio Interior le impuso una multa de $ 20.000 que fue apelada ante la cámara federal, que confirmó la sanción. 

El fallo, al tratar los argumentos del apelante, confiere un marco de legitimación amplio a la ley, que tutela toda relación de consumo. También resguarda el derecho a la información al usuario y la inoponibilidad de las cláusulas contractuales entre la red y las entidades bancarias que prestan el servicio. 

Quien lo brinda tiene un deber de seguridad, información y diligencia. 

La subordinación del usuario a sistemas complejos, la bancarización de la dinámica económica, trae aparejado un mayor deber de cuidado y una aplicación del principio a favor del consumidor. 

Eduardo Balestena 

Oficina de Jurisprudencia 

CFAMDP 

En la ciudad de Mar del Plata, a los 18 días del mes de junio de dos mil nueve, avocados los Sres. Jueces de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de Mar del Plata al análisis de estos autos caratulados: “RED LINK c/ D.N.C.I. – DISP. 544/07 y otros”. Expediente N° 11.640 del registro interno de este Tribunal. El orden de votación es el siguiente: Dr. Alejandro Tazza, Dr. Jorge Ferro. Se deja constancia que se encuentra vacante el cargo del tercer integrante de este Tribunal a los fines del art. 109 del R.J.N.. 

El Dr. Tazza dijo: 
I. Llegan estos autos a la Alzada en virtud del recurso de apelación interpuesto y fundado a fs. 133/142vta. por RED LINK S.A. (en los términos del art. 45 de la ley 24.240) contra la Resolución n° 544/07 de la Dirección Nacional de Comercio Interior (DNCI), que impone a la apelante una multa de Pesos veinte mil ($ 20.000.-) por haber infringido los arts. 4 y 19 de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor. 

El hecho desencadenante del reclamo del usuario (Sr. Gianfelice) que derivó en la sanción impuesta fue la retención de la tarjeta de débito por parte de un cajero electrónico de la RED LINK perteneciente al Banco de la Pcia. de Bs. As., retención que no estuvo acompañada de la información oportuna acerca de las razones de la toma de tal medida unilateral, y que generó una serie de inconvenientes al Sr. Gianfelice (reseñadas en su denuncia de fs. 3). 

Los agravios planteados por la entidad apelante son los siguientes: 

a) No existe una relación contractual entre RED LINK y el denunciante, por lo que no debe aplicarse la Ley de Defensa del Consumidor. En tal sentido, RED LINK S.A. expresa que su relación contractual se establece con los bancos (en este caso, el Banco de la Pcia. de Bs. As.) y no con los clientes del mismo, por lo que no es parte en la relación de consumo necesaria para que sea aplicable la ley 24.240. 

b) Los hechos fueron incorrectamente apreciados, pues el bloqueo (y la consecuente captura) de los tres lotes de tarjetas en cuestión (entre los que estaba la del Sr. Gianfelice) fue determinado con el único fin de resguardar el patrimonio de los clientes, ya que el Sector de Fraudes de RED LINK detectó ciertas irregularidades en los plásticos utilizados en cajeros automáticos de propiedad del BAPRO ubicados en Zárate y Capilla del Señor. Manifiesta que el interés que la entidad tuvo en cuenta fue precisamente el de los clientes, que pudieron haber sido damnificados si no se bloqueaban sus cuentas de manera rápida y efectiva. 

c) En tercer lugar, la recurrente expresa que la sanción no procede porque falta la conducta ilegítima o ilegal que debe darle origen. 

d) Asimismo, sostiene que la Resolución recurrida sólo se basa en fundamentos dogmáticos no aplicables a este caso concreto, que no responden a un razonamiento lógico. Resalta que elle se evidencia, sobre todo, cuando se pretende justificar la existencia de una relación de consumo alegando que ésta se generó cuando RED LINK decidió dar de baja la tarjeta del denunciante, “toda vez que procedió a prestar un servicio por sí y sin contar con instrucciones precisas, en tal sentido, del Banco emisor”. Agrega que no es razonable sancionar a quien actuó en forma diligente para evitar un mal mayor. 

e) En forma subsidiaria, para el caso que se decida confirmar la procedencia de la sanción, el apelante solicita su atenuación, basándose para ello en todas las circunstancias reseñadas precedentemente. 

El recurrente, luego de hacer la reserva del caso federal, peticiona que se deje sin efecto la Resolución cuestionada. 

Luego del llamado de autos para sentencia de fs. 202, está la causa en condiciones de ser resuelta. 

II. Los agravios serán abordados en forma conjunta, debido a que guardan una estrecha vinculación entre sí. 

II.1 En primer lugar, cabe consignar que aunque no exista una relación contractual entre RED LINK y el denunciante, no debe excluirse por ello la aplicabilidad de la ley 24.240. 

La Constitución Nacional, en su art. 42, no se refiere al “contrato de consumo” sino a los derechos de los consumidores y usuarios “en la relación de consumo”. Obsérvese que esta expresión es lo suficientemente amplia para abarcar “a todas las circunstancias que rodean o se refieren o constituyen un antecedente o son una consecuencia de la actividad encaminada a satisfacer la demanda de bienes y servicios para destino final de consumidores y usuarios” (Farina, Juan M.; “Defensa del consumidor y del usuario”, Ed. Astrea, Bs. As., 1995, pág. 7). Por su parte, la ley 24.240 “se refiere no sólo al contrato para consumo, sino que amplía su contenido a otros aspectos íntimamente vinculados a los derechos de los consumidores y usuarios, que si bien exceden del ámbito estrictamente contractual, entran en la relación de consumo a que se refiere el art. 42 de la Const. Nacional” (Farina, Juan M.; ob. cit., pág. 10). 

Por otra parte, algunas relaciones de consumo –en la actualidad- asumen formatos complejos en los que intervienen diferentes sujetos, que se relacionan a veces directamente, otras de manera mediata. Precisamente estamos ante una de ellas, que se configura alrededor de los cajeros automáticos. “La contraparte del consumidor y obligado al cumplimiento de la ley de defensa del consumidor, se halla constituida por ‘todas las personas físicas o jurídicas de naturaleza pública o privada que, en forma profesional, aun ocasionalmente, produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios a consumidores o usuarios…’ (Art. 2, ley 24.240) (…) dentro de ese concepto de servicios queda incluido el de la prestación del servicio de cajeros automáticos (…) dentro de ese concepto no sólo quedan atrapados como proveedores el Banco o Entidad Financiera sino también todos aquellos que intervienen en el circuito económico” (Jabif, Hernán Matías y Pastore, Augusto Omar; “Relación de consumo: los cajeros automáticos”, DJ 2007-II, 1037). El servicio de cajeros automáticos es prestado por los bancos como accesorio, y genera numerosos vínculos –más allá de la relación entre el titular de la cuenta y la entidad financiera- “hasta implicar a terceros que no participaron en la contratación del servicio” (Jabif-Pastore, ob. cit.). Dicho en otras palabras, “la relación de consumo puede ser generada por un contrato, un acto unilateral o un hecho jurídico” (CSJN, “Ferreira, Víctor y Otro c/ V.I.C.O.V.S.A. s/ Daños y Perjuicios”, 21/03/2006). 

RED LINK S.A. intervino en la cadena que brindó el servicio de cajeros automáticos al Sr. Gianfelice, y determinó la captura de su tarjeta. Es más, son destacables las observaciones efectuadas a fs. 125 in fine, que deducen la intervención de RED LINK en la relación de consumo de la inclusión de su logo en los cajeros y del reconocimiento del perjuicio que le causa el mal funcionamiento de los mismos (circunstancias especialmente convenidas entre la citada entidad y el Banco). 

Por lo tanto, la Resolución objetada es ajustada a derecho en tanto considera a RED LINK S.A. implicada en la relación de consumo que dio origen al reclamo del usuario, pues sus fundamentos no son meramente dogmáticos y responden a la realidad de los hechos comprobados y a una interpretación razonable de la normativa aplicable. De este modo, es claro que la entidad apelante debe ser alcanzada por la ley 24.240. 

II.2 La recurrente sostiene que los hechos fueron incorrectamente apreciados, pues el bloqueo de la tarjeta se determinó para evitar un mal mayor (un posible perjuicio en el patrimonio del usuario) porque RED LINK S.A. había detectado ciertas irregularidades en los plásticos utilizados en cajeros automáticos de propiedad del BAPRO ubicados en Zárate y Capilla del Señor, entre los que estaba el del denunciante. En el mismo sentido, asegura que la sanción no debe aplicarse porque falta la conducta ilegítima que debe darle origen. 

No concuerdo con la postura del apelante, por varias razones. 

En primer lugar, porque no han quedado debidamente acreditadas las circunstancias invocadas por la recurrente como justificantes de su conducta (ver fs. 127), pues las “irregularidades” supuestamente detectadas no han sido precisadas en detalle. Cabe acotar de todos modos que -en realidad- la captura de las tarjetas de los usuarios ante la sospecha de alguna maniobra delictiva de terceros con las tarjetas de débito no tutela en definitiva el patrimonio de los usuarios, porque ante ello hubieran tenido que responder las entidades que brindan el servicio y las compañías de seguro contratadas al efecto (y no el usuario con su patrimonio), pues el deber de seguridad del servicio pesa sobre las entidades que lo ofrecen. 

De todos modos, aunque hubieran sido acreditadas las circunstancias relatadas por la empresa sumariada, y que fundaron su decisión de retener la tarjeta de débito, ello no modificaría esencialmente la cuestión, porque lo que determinó la aplicación de la sanción fue la conducta asumida por RED LINK con posterioridad a la captura de la tarjeta. En efecto, las condiciones del expediente administrativo serían muy diferentes si la empresa hubiera informado debida y oportunamente al usuario las causas y consecuencias de la captura del plástico. Obsérvese que la D.N.C.I. considera violado el art. 19 de la ley 24.240 porque “no se encuentra controvertido que al denunciante le hubiese sido dado de baja y retenida su tarjeta de débito, sin ningún tipo de información o aviso previo al respecto” (fs. 127, el resaltado me pertenece). Con ello se relaciona la clara infracción al art. 4 de la citada ley, referido al deber de información que debe ser brindada al consumidor y usuario (fs. 126/127). Obsérvese que los agravios omiten el tratamiento de este tema, y ello no es casual, pues ha quedado demostrado en autos que la entidad recurrente no cumplió con el deber de información adecuada y oportuna al usuario, respecto de la retención de su tarjeta de débito. Es más, brindó información no fidedigna, que no se ajustaba a la realidad de lo acontecido. A ello se hace referencia en la Resolución apelada (fs. 126), pues mientras en autos RED LINK manifiesta que la retención de la tarjeta del denunciante fue consecuencia del obrar directo de la imputada (fs. 30), al Sr. Gianfelice le había informado que no tenía conocimiento ni responsabilidad acerca de la cuestión, y que ello dependía del banco emisor (circunstancia reseñada en la denuncia de fs. 3, y no controvertida). La conducta asumida por RED LINK dista mucho de ser responsable y diligente, y tampoco es acorde a la buena fe que debe regir este tipo de relaciones. La tarjeta fue retenida (por decisión de RED LINK) el 21 de enero de 2004, y el 3 de febrero del mismo año (a pesar de haber transcurrido 13 días) la entidad informa que desconoce las razones de la medida tomada, e incluso atribuye la misma al banco. Es evidente que la recurrente ha violado lo previsto en el art. 4 de la ley 24.240, que determina: “Quienes produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios, deben suministrar a los consumidores o usuarios, en forma cierta y objetiva, información veraz, detallada, eficaz y suficiente sobre las características esenciales de los mismos”. El art 4 del decreto reglamentario impone la obligación de brindar una información completa a los consumidores y usuarios –y de alertarlos suficientemente en caso de peligrosidad del producto- la que no cesa con el cumplimiento del contrato ni con la entrega de la cosa o prestación del servicio (Farina, Juan M., ob. cit., pág. 96). 

Cabe agregar que el deber de información constituye una obligación de resultado, pues la ley exige que esa información cumpla determinados y precisos contenidos. Por lo tanto, la sola verificación del incumplimiento hace responsable a la obligada, con prescindencia de cualquier circunstancia vinculada con la intencionalidad del sujeto (Gozaíni, Osvaldo Alfredo, “Protección procesal del usuario y consumidor”, Ed. Rubinzal-Culzoni, Bs. As., 2005, pág. 403). 

En este caso, como ya fue expuesto, la información no fue brindada de manera veraz, detallada, eficaz y suficiente, por lo cual –a pesar de que la apelante manifieste lo contrario en sus agravios- la ilicitud necesaria pala la aplicación de la sanción está debidamente configurada. 

II.3 Cabe agregar que son inoponibles al usuario las cláusulas contractuales pactadas entre RED LINK S.A. y la entidad bancaria, por no ser parte en el convenio. De este modo, es irrelevante que RED LINK y el banco hayan determinado que la primera no tiene frente a los clientes o terceros responsabilidad alguna por las consecuencias del uso de la red (fs. 136vta./137). Por ello, sus deberes ante el usuario no se rigen por lo pactado a sus espaldas, sino por lo previsto en la ley 24.240, por lo que –en virtud de lo dicho en los puntos anteriores- la sanción aplicada por el ente de contralor está debidamente funda. 

II.4 Resta analizar si el monto de la multa ($ 20.000.-) es excesivo. 

La ley determina que puede imponerse una multa de $ 500.- a $ 500.000.- (art. 47), la cual debe graduarse de acuerdo a los parámetros detallados en el art. 49 (el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor o usuario, la posición del infractor en el mercado, la cuantía del beneficio obtenido, el grado de intencionalidad, la gravedad de los riesgos, o de los perjuicios sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho). 

En primer lugar el útil recordar que la potestad sancionatoria de la autoridad administrativa es discrecional y sólo revisable judicialmente en casos de irrazonabilidad o arbitrariedad (CNFed.CAdm., Sala III, 16/3/2000, “Círculo de Inversores S.A. c/ Secretaría de Comercio e Inversiones”, LL 2000-F-641). 

Es claro el perjuicio sufrido por el usuario (no pudo extraer su dinero mediante cajeros automáticos, y tuvo que acudir a diferentes sitios en búsqueda de explicaciones y soluciones que no consiguió), y la marcada negligencia del accionar de RED LINK (que falseó la realidad al darle al Sr. Gianfelice la primera versión de los acontecimientos), así como la posición de la entidad en el mercado. Conforme se viene sosteniendo, uno de los parámetros que deben ser utilizados a fin de graduar la sanción está dado por la magnitud y extensión del daño y/o perjuicio ocasionado al consumidor, perjuicio al que ya me referí y que no ha sido controvertido. Debido a todo ello, combinado con la información distorsionada aportada en la primera versión de los acontecimientos dada por RED LINK; y con el juego comparativo de las magnitudes estructurales que influyen sobre la verdadera posición del infraccionado en el mercado (posición relevante, por cierto), no advierto razón alguna para modificar el monto de la multa impuesta, que no luce desproporcionada, ni mucho menos ilegítima o arbitraria. 

II.5 Por todo lo expresado, propongo al Acuerdo confirmar la Resolución recurrida en todo cuanto fue materia de recurso y agravio. 

III. En relación a las costas de Alzada, no existen motivos que obsten la aplicación del principio general en la materia, por lo que deben imponerse a la apelante perdidosa (art. 68 CPCCN). 

IV. Por todo lo expuesto, propongo al Acuerdo: 

a) Confirmar la Resolución n° 544/07 de la Dirección Nacional de Comercio Interior, obrante a fs. 120/130, en todo cuanto fue materia de recurso y agravio; 

b) Imponer las costas de Alzada a la apelante perdidosa (art. 68 CPCCN). 

Tal es mi voto. 

El Dr. Ferro dijo: 
Que por análogas razones se adhiere a la solución jurídica propuesta por el Dr. Tazza en el voto precedente. 

Mar del Plata, de junio de 2009. 

VISTOS: 

Estos autos caratulados: “RED LINK c/ D.N.C.I. – DISP. 544/07 y otros”. Expediente N° 11.640 del registro interno de este Tribunal y lo que surge del Acuerdo que antecede 

Se Resuelve: 
a) Confirmar la Resolución n° 544/07 de la Dirección Nacional de Comercio Interior, obrante a fs. 120/130, en todo cuanto fue materia de recurso y agravio. 

b) Imponer las costas de Alzada a la apelante perdidosa (art. 68 C.P.C.C.N.). 

REGISTRESE. NOTIFIQUESE. DEVUELVASE. 

Se deja constancia que se encuentra vacante el cargo del tercer integrante de este Tribunal a los fines del art. 109 del R.J.N..

